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ASISTENCIA A MUNICIPIOS Y FORMACIÓN


Núm. R. E. L. 0245000


El Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de… solicita, mediante escrito de fecha 17 de diciembre pasado y registro de entrada en Diputación el día 23 del mismo mes, la emisión de un Informe por parte del Departamento de Asistencia a Municipios y Formación que dé respuesta a diversas cuestiones suscitadas en relación con el desarrollo y ejecución de una unidad de actuación discontinua en suelo urbano no consolidado, cuya delimitación se efectuó en el propio Plan de Ordenación Municipal (en adelante, POM) aprobado en 2006.

Con dicha finalidad, la primera autoridad municipal nos informa, en primer lugar, que, según la ficha-resumen, correspondiente a la referida unidad y contenida en el mencionado POM, ésta aparece delimitada en dos Zonas discontinuas, “a” y “b”, cuyo desarrollo, mediante gestión indirecta, queda supeditado a la previa y preceptiva “presentación de una Alternativa Técnica compuesta por un Plan Especial de Reforma Interior o Estudio de Detalle (sic) y Proyecto de Urbanización”, así como, “la presentación del oportuno Proyecto de Reparcelación”.

El Sr. Alcalde nos advierte, no obstante, que, con carácter previo a la aprobación del indicado POM, y tras el oportuno acuerdo suscrito con el propietario único de la totalidad de los terrenos incluidos en la Zona “a” de la referida unidad de actuación, se llevó a cabo una operación de urbanización y reparcelación dentro de su ámbito, limitada, eso sí, a los terrenos integrantes de la citada Zona “a”. De forma que, en virtud de la citada operación, además de las dos parcelas de uso dotacional entregadas al Ayuntamiento y ocupadas hoy por una Residencia de Ancianos y la construcción de un Parque, se parceló el terreno para su aprovechamiento privativo y la ejecución de los viales correspondientes.

En segundo lugar, se nos informa que, según informe emitido por el técnico municipal, “la configuración actual de la Unidad de Actuación prevista en el POM coincide íntegramente con el resultado de la urbanización y reparcelación anteriormente señaladas, de forma que el suelo destinado a equipamientos, la zona verde y los viales, se ajustan en su totalidad a los señalados y delimitados en la ficha resumen de la referida Unidad de Actuación”. Si bien, en este punto, es de suponer que la coincidencia sea sólo parcial y referida, en todo caso, a la ordenación de los terrenos de la Zona “a” objeto de la actuación.

Por otra parte, se nos dice también que el Ayuntamiento, con la finalidad de ampliar los límites de la Zona “a”, es decir, una de las dos áreas territoriales integrantes de la unidad de actuación inicialmente delimitada, se plantea la posibilidad de incorporar a dicho ámbito específico una indeterminada superficie de terreno que, lindando con la Residencia de Ancianos, está clasificada por el POM como rústico, y cuyo propietario es el mismo que detenta la propiedad del resto de los terrenos de la indicada zona; pues, según informe técnico, dicha incorporación “no supera el 5% de la superficie total del ámbito de actuación originariamente delimitado por el POM”. 

Lo que el Ayuntamiento pretende, al parecer, es “regularizar dicha situación (sic)”, sin que acertemos a comprender a qué situación se está refiriendo el Sr. Alcalde, pues, la alusión posterior relativa a que “de conformidad con el POM, la totalidad del suelo donde en su día se llevaron a cabo la gestión urbanizadora y de reparcelación, la cual coincide íntegramente con la superficie correspondiente a la Unidad de Actuación, Zona a, se encuentra clasificada como suelo urbano no consolidado”, no nos sirve de mucha ayuda.

En definitiva, lo que el Ayuntamiento de… desea conocer, concretamente, es nuestra opinión en relación con las siguientes cuestiones que, de forma explícita, nos plantea: 

En primer lugar, “¿cómo se llevaría a cabo la regularización de dicha situación (sic), teniendo en cuenta además la inclusión de esa superficie de suelo rústico que no superaría el 5% de la superficie total del ámbito de actuación?”. En otras palabras, el Ayuntamiento quiere saber si “¿se debería tramitar un Programa de Actuación Urbanizadora compuesto de Plan Especial de Reforma Interior, Proyecto de Urbanización y Proyecto de Reparcelación, o al estar las obras de urbanización ejecutadas y la unidad reparcelada, sería suficiente con un Plan Especial de Reforma Interior?”.

En segundo lugar, “¿Cuál sería el procedimiento a seguir para que el Ayuntamiento gestionara de forma directa la Unidad de Actuación en lugar de utilizar la gestión indirecta que es la establecida por la ficha resumen del POM?”.

Finalmente, teniendo en cuenta que la ejecución de las obras de urbanización se habrían ya ejecutado a la entrada en vigor del POM y que, así mismo, se habrían realizado las cesiones obligatorias, salvo la correspondiente al 10% del aprovechamiento lucrativo perteneciente al Ayuntamiento, se nos pregunta si, en tales circunstancias, “¿Se debería tramitar una modificación puntual de normas que clasificara el suelo de la Unidad de Actuación de urbano no consolidado a urbano consolidado directo?”.     

Pues bien, a la vista de cuantos antecedentes han quedado expuestos, y una vez consultada la legislación que consideramos de aplicación al caso, y que después diremos, se procede a emitir el siguiente, 

INFORME

PRIMERO

De entrada, y con independencia de la verdadera naturaleza de los terrenos de la Zona “a”, cuya anterior clasificación urbanística desconocemos, y que fueron objeto de urbanización con anterioridad a la entrada en vigor del POM, cabe señalar que el comportamiento del Ayuntamiento ha sido, cuando menos, irregular y, en todo caso, incongruente, al permitir el desarrollo urbanístico de un espacio físico afectado por las determinaciones de un Plan de Ordenación en tramitación. Y ello, porque, según nos dicen, el aludido ámbito territorial formaba parte de una unidad de actuación más amplia delimitada y reconocida por el propio Plan, de forma que, las estipulaciones del Convenio suscrito por el Ayuntamiento con el propietario de los terrenos, desde el mismo instante de su firma adolecerían de un vicio de nulidad de pleno derecho, conforme a lo dispuesto en el artículo 11.4 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha (en adelante, TRLOTAU), aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, en la medida en que contravenían las normas del planeamiento urbanístico en tramitación. Y todo ello, con independencia del juicio de idoneidad que, desde el punto de vista legal, pudiera merecernos su contenido.

Por otra parte, y según lo dispuesto en el artículo 130.2 del Reglamento de Planeamiento de la Ley anterior (en adelante, RP), aprobado mediante Decreto 248/2004, de 14 de septiembre, el acuerdo del Ayuntamiento por el que se sometía a información pública el POM, suponía, por sí solo, la suspensión automática del otorgamiento de licencias en todas aquellas áreas del territorio objeto del proyecto de planeamiento, sin necesidad de que dicho acuerdo de exposición al público señalare expresamente las áreas afectadas por la suspensión.

Pero es que, a mayor abundamiento, el artículo 91.1 del TRLOTAU prohíbe expresamente las parcelaciones urbanísticas
, tanto en suelo urbano, mientras no se haya aprobado el correspondiente Plan de Ordenación, como en suelo urbanizable, mientras no se encuentre aprobado el correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora. En el supuesto sometido a nuestra consideración es evidente que, al menos en los terrenos comprendidos en la Zona “a”, se ha producido una parcelación urbanística con anterioridad a la aprobación del Plan de Ordenación, conculcando así lo dispuesto en el citado precepto legal.  

Podría ocurrir que la aludida parcelación se hubiera hecho al amparo y en ejecución de las determinaciones de otro instrumento municipal de ordenación entonces en vigor, cuya hipotética existencia desconocemos. Pero, de ser así, no acertamos a comprender porqué se incluye posteriormente dicho ámbito físico – junto a otro de carácter discontinuo con aquél – en otro más amplio que termina convirtiéndose en una nueva unidad de actuación. Ya que, además de la incoherencia de la decisión en sí misma,  el artículo 92.4 del TRLOTAU nos indica que la delimitación de una unidad de actuación coloca a los terrenos incluidos en ella en situación de reparcelación, con la consecuencia añadida de la prohibición del otorgamiento de licencias de parcelación y edificación, hasta la firmeza de la correspondiente operación reparcelatoria.

En resumidas cuentas, la conclusión final, a este respecto, es que el Ayuntamiento no debía haber permitido, ni aun bajo el pretexto de cumplimiento del Convenio previamente firmado, la realización de los actos particulares de parcelación, urbanización y edificación llevados a cabo por el propietario de los terrenos de la Zona “a”, sin la previa aprobación, al menos, de los instrumentos de ejecución adecuados o, en otro caso, de la aprobación definitiva del POM, entonces en tramitación. 

SEGUNDO
Una vez expuesta la opinión jurídica reflejada en el punto anterior, sobre la situación creada por lo que hemos calificado como un comportamiento irregular del Ayuntamiento, vamos ahora a tratar de responder aquellas cuestiones concretas planteadas por aquél en su escrito de petición y recogidas de forma literal al comienzo del presente Informe. 

En primer lugar, si no hemos entendido mal el planteamiento de la primera de las cuestiones, el Ayuntamiento nos pregunta acerca del procedimiento e instrumentos urbanísticos necesarios para llevar a cabo la regularización de la situación creada por la ejecución anticipada y parcial de la actuación urbanizadora desarrollada en los terrenos de la Zona “a”, tras la preterición del resto de los terrenos de la Zona “b”, integrantes también de la unidad de actuación. 

Además de lo anterior, y según el propio Ayuntamiento, ahora se pretende ampliar dicho ámbito con la incorporación de una porción de terreno colindante de naturaleza rústica, propiedad del titular de los terrenos objeto de la actuación, pues, según aquél, dicha operación no superaría el 5% de la superficie total del ámbito de actuación. Planteándosenos en este punto la duda sobre si el ámbito de actuación considerado, a la hora de calcular el citado porcentaje, es exclusivamente la superficie de los terrenos integrantes de la Zona “a” o la totalidad de la superficie de los terrenos de la unidad de actuación, es decir, los de la Zona “a” más los de la Zona “b”.

Pues bien, con independencia de lo que luego diremos sobre la necesaria y previa redelimitación de la unidad de actuación, respecto de la primera cuestión, es decir, la regularización de las actuaciones de facto llevadas a cabo sobre los terrenos de la Zona “a”, si, como afirma el técnico municipal, “la configuración actual de la Unidad de Actuación prevista en el POM coincide íntegramente con el resultado de la urbanización y reparcelación... [realizada en los terrenos incluidos en la Zona “a”], de forma que el suelo destinado a equipamientos, la zona verde y los viales, se ajustan en su totalidad a los señalados y delimitados en la ficha resumen de la referida Unidad de Actuación”; y se cumplen también los estándares legales de calidad de la ordenación, de que hablan los artículos 39.5 del TRLOTAU y 120.3 del RP. En tales circunstancias, bastaría con requerir al propietario de los terrenos para que, en el plazo establecido en el artículo 178.2 del TRLOTAU, presente en el Ayuntamiento el preceptivo proyecto de legalización, de acuerdo con el procedimiento indicado en el párrafo siguiente. 

A este respecto, resulta de aplicación lo dispuesto en la  Sección 1ª, Capítulo V, Título VII, del TRLOTAU, sobre el régimen de las edificaciones, construcciones e instalaciones y demás operaciones y actividades clandestinas o ilegales, y su régimen de legalización. Pues, como se indica en el propio artículo 181.2 del conjunto normativa citado, la innovación del planeamiento, tras la aprobación definitiva y entrada en vigor del mencionado POM, no implica la legalización automática de las operaciones clandestinas o ilegales realizadas bajo un planeamiento anterior, sino que, por el contrario, el ineludible proyecto de legalización, según lo dispuesto en el mencionado artículo 178.2, párrafo segundo, del propio conjunto normativo señalado, deberá ir acompañado de los instrumentos, proyectos técnicos y demás documentos necesarios que permitan la verificación del tipo de control urbanístico aplicable en cada caso.

En cuanto a la pretendida operación de ampliación del ámbito, mediante la incorporación de una porción de terrenos de naturaleza rústica, no entendemos la necesidad de la susodicha operación, pues, aparte de la mención al hecho de que son del mismo propietario, nada nos dicen sobre los motivos que les han llevado a plantearse dicha  operación y los posibles beneficios que su realización tendría para el interés público local. Por tanto, a este respecto, sólo podemos decir que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29.1 del RP, la delimitación de las unidades de actuación deberá hacerse siempre aplicando criterios análogos a los señalados, respecto de los sectores, por el artículo 28.2 del propio RP. Es decir, atendiendo a criterios de racionalidad acordes con la estructura urbana propuesta, y, al mismo tiempo, fijando su perímetro por relación al viario existente u otros elementos fisiográficos de relevancia, de forma que pueda garantizarse la continuidad armónica entre las distintas clases de suelo. En todo caso, en el citado precepto, queda prohibido expresamente su delimitación con el exclusivo propósito de ajustarse a límites de propiedad o de carácter administrativo.

Por otra parte, hay que tener en cuenta que, conforme a lo dispuesto en el artículo 89.2 del RP, la reclasificación de suelo rústico de reserva como suelo urbano no consolidado tiene carácter excepcional y, como tal, dicha operación queda sujeta al cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos establecidos en el propio precepto, entre los que aparece el respeto de los condicionantes previstos en el artículo 120 del propio RP para la innovación de los instrumentos de ordenación urbanística.  

Finalmente, y, como quiera que los artículos 114.2 del TRLOTAU y 29.6 del RP permiten, a través de los correspondientes Programas de Actuación Urbanizadora, la redelimitación del ámbito de las unidades de actuación previstas inicialmente en los Planes de ordenación general, con el objetivo de su adecuación a condiciones más idóneas para el desarrollo de la correspondiente actuación, el Ayuntamiento, al objeto de poder regularizar las actuaciones urbanizadoras realizadas de facto en la Zona “a”, debería plantearse – previa justificación, en su caso, de las respectivas delimitaciones en la pertinente propuesta de programación – el establecimiento y delimitación de dos nuevas unidades de actuación, integrada, una de ellas, de forma exclusiva por los terrenos pertenecientes a la Zona “a”, y la otra, por el resto de los terrenos de la Zona “b”, bien de forma exclusiva también o mediante la agregación de estos a otra unidad ya delimitada o que se delimite en el futuro.      

TERCERO
En segundo lugar, el Ayuntamiento desea conocer nuestra opinión sobre el procedimiento que debería seguir éste para, en lugar de utilizar la gestión indirecta establecida en la ficha-resumen del POM, poder gestionar de forma directa la unidad de actuación. Sin que nos quede muy claro, en este punto, si la unidad a que se está refiriendo el Ayuntamiento es la prevista inicialmente en el POM o la constituida de facto sobre los terrenos de la Zona “a” parcialmente urbanizados. 

Pues bien, con carácter general, cabe decir que, del mismo modo que el ámbito de las unidades de actuación previstas en los Planes de ordenación general podrán ser delimitadas de nuevo por el correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora –conforme hemos tenido oportunidad de señalar en el punto anterior –, según puede deducirse de lo dispuesto en el artículo 110.1 del TRLOTAU, la fijación de la concreta forma de gestión de la actividad de ejecución podrá, así mismo, acordarse en el momento de la aprobación del propio Programa de Actuación.

Ahora bien, sobre este particular no podemos dejar de señalar que, en lo que se refiere a la regularización de las operaciones de urbanización de los terrenos incluidos en la Zona “a”, tal vez, no le convenga al Ayuntamiento asumir la gestión directa de su ejecución, respecto de todas aquellas actuaciones pendientes de ejecutar, pues, aparte de tener que contar con la necesaria dotación presupuestaria previa, el procedimiento legal más adecuado, en este caso, sería el sometimiento a aprobación del mencionado proyecto de legalización por parte del propietario-promotor de los terrenos.

CUARTO
Finalmente, y dado que la ejecución de las obras de urbanización de los terrenos incluidos en la Zona “a” habrían sido ya ejecutadas a la entrada en vigor del POM, así como, realizadas las cesiones obligatorias, salvo la correspondiente al 10% del aprovechamiento lucrativo perteneciente al Ayuntamiento, éste quiere saber si, en tales circunstancias, podría tramitarse una modificación puntual de las normas, de forma que, en lugar de la clasificación como suelo urbano no consolidado, atribuida por el POM a los terrenos incluidos en la unidad de actuación, pudieran estos llegar a ser considerados directamente dentro de la categoría del suelo urbano consolidado.

Pues bien, salvo que la consolidación de la urbanización de la Zona “a” se haya hecho al amparo de un instrumento de ordenación general vigente en el momento de su ejecución – cuya existencia no nos consta –, y contando también con la cobertura legal de los instrumentos de ejecución necesarios para ello – cuya existencia tampoco nos consta –, el mero planteamiento de la cuestión sin la previa tramitación y aprobación, en su caso, del oportuno proyecto de legalización, resulta, cuando menos, disparatada, pues, supondría dar carta de naturaleza legal al resultado de una actuación de transformación del suelo que, consentida implícitamente por el Ayuntamiento, tal vez, haya dado lugar a una consolidación de la edificación, pero, dado los propios términos en que se ha planteado el conjunto de la consulta, al margen por completo de los necesarios instrumentos de ejecución exigidos para su legalización por el ordenamiento urbanístico señalado. 

Con la particularidad, en este caso, de que, conforme a lo dispuesto en el artículo 99.2 del TRLOTAU, las parcelas resultantes de una actuación urbanizadora no adquieren la condición de solar hasta que, además de estar dotadas y servidas de forma efectiva por los correspondientes servicios, se encuentren ejecutadas y entregadas al Ayuntamiento – como administración actuante – las infraestructuras mínimas de integración y conexión con el entorno de la entera unidad objeto de la actuación, que aparezcan establecidas en su programación.

Es cuanto tengo el deber de informar, advirtiendo que la opinión jurídica recogida en el presente Informe se somete a cualquier otra mejor fundada en Derecho, y no suple en modo alguno a otros Informes que se hayan podido solicitar o que preceptivamente se deban emitir para la válida adopción de los acuerdos.

                                      Toledo,  8 de Enero de 2010

� TRLOTAU.- Artículo 89. La parcelación urbanística.


1. Se considera a cualesquiera efectos parcelación urbanística toda división simultánea o sucesiva de terrenos o fincas en dos o más lotes, parcelas o fincas nuevas independientes:


a)  En suelo urbano o urbanizable, en todos los casos.
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